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Época: Décima Época  
Registro: 2022061  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2020 10:36 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.11o.T.54 L (10a.)  
 
SISTEMA DE CUENTAS INDIVIDUALES DE JUBILACIÓN DEL PLAN DE RETIRO DE LOS 
TRABAJADORES DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD (FONDO CIJUBILA). EL 
DERECHO PARA RECLAMAR LA DEVOLUCIÓN, PAGO O ENTREGA DE LOS RECURSOS 
INDEBIDAMENTE DESCONTADOS DEL SALARIO DE LOS TRABAJADORES PARA DICHO 
FONDO, ES IMPRESCRIPTIBLE. 
 

El fondo de jubilación –CIJUBILA– fue creado como una prestación extralegal mediante el contrato 
colectivo de trabajo, específicamente en la cláusula 69, en favor de los trabajadores que fueron 
identificados o clasificados como de "nueva generación" de la Comisión Federal de Electricidad, el cual 
se constituye con aportaciones periódicas derivadas de los descuentos que se realizan a sus salarios y 
con las que la empresa aporta (apartado segundo), a diferencia de los trabajadores titulares de una plaza 
con anterioridad al dieciocho de agosto de dos mil ocho, así como aquellos trabajadores temporales que 
la comisión les reconozca una antigüedad anterior a dicha data (apartado primero). Así, cuando se 
realizaron descuentos a los trabajadores que no se encontraban obligados a aportar al Sistema de 
Cuentas Individuales de Jubilación del Plan de Retiro de los Trabajadores –CIJUBILA– (apartado 
primero), no es factible devolver al trabajador la totalidad de los recursos del citado fondo individualizado; 
es decir, incluyendo las aportaciones enteradas por el patrón, en atención a que no fueron sustraídas 
del salario de aquél, sino que se trata de recursos erogados del prepuesto de la comisión. En tales 
circunstancias, debe establecerse que no opera la prescripción de la acción para el reclamo de pago, 
entrega o devolución de la cantidad que indebidamente se retuvo al operario, en atención a que son de 
su propiedad, al derivar de su salario, sustraídos únicamente para ser administrados, generar 
rendimientos y enterarse en el momento determinado por la normativa colectiva, fungiendo la patronal 
sólo como administradora de tales recursos. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022056  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2020 10:36 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XV.3o.20 P (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. INTERPRETACIÓN FUNCIONAL DE ESTE INSTITUTO 
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN LAS NORMAS QUE ESTABLECEN SU INTERRUPCIÓN, ASÍ 
COMO EL TÉRMINO MÁXIMO QUE FIJA LA LEY (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA). 

 
Sobre las interrupciones de la prescripción, la doctrina especializada ha criticado las normas que 
permiten indefinidamente la interrupción de los plazos de prescripción penal, al aducir que resulta 
irrazonable que la ley fije un límite a la persecución penal y, al mismo tiempo, autorice la potestad del 
plazo limitado al Estado para ampliar esos límites con actos propios, como son los actos del 
procedimiento penal. Sobre esa base, es que la intelección funcional y lógica de los artículos 110, 113, 
fracción I, 114 y 118 del Código Penal, que los hacen congruentes y previenen que exista un sistema de 
interrupciones infinito del plazo prescriptivo, es la que se obtiene de las premisas siguientes: primera. 
Atento al artículo 114, el plazo de prescripción de la acción punitiva es el correspondiente al medio 
aritmético de la pena privativa de libertad señalada para el delito de que se trate; empero, en ningún 
caso podrá ser menor a tres años; y, segunda. Atento al artículo 118, último párrafo, el inicio del plazo 
total de la prescripción de la acción punitiva se interrumpirá –no iniciará– con las actuaciones que se 
practiquen antes de que haya transcurrido la mitad del lapso necesario para la prescripción, sin que en 
ningún caso las practicadas con posterioridad interrumpan el inicio del plazo prescriptivo. En suma, en 
todos los casos en los que durante la primera mitad del plazo para la prescripción se practiquen 
actuaciones que provoquen la interrupción, operará esta figura, siempre y cuando transcurra el plazo 
que corresponda al término medio aritmético de la pena del delito más un cincuenta por ciento. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022054  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2020 10:36 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: V.2o.P.A.32 A (10a.)  

 
MEDIDA CAUTELAR PREVISTA EN LA LEY AGRARIA. ES IMPROCEDENTE SI SE SOLICITA PARA 
SUSPENDER TRABAJOS DE OBRA PÚBLICA, CUANDO EN EL JUICIO AGRARIO SE INTENTÓ LA 
ACCIÓN DE PAGO DE INDEMNIZACIÓN POR EXPROPIACIÓN, DERIVADA DEL INCUMPLIMIENTO DE 
UN CONVENIO DE OCUPACIÓN PREVIA. 
 
De los artículos 166 y 167 de la Ley Agraria se obtiene que los tribunales agrarios proveerán las diligencias 
precautorias necesarias para proteger a los interesados, mediante la suspensión del acto de autoridad en esa 
materia, que pudiere afectarlos en tanto se resuelve de manera definitiva; de tal suerte que cuando la acción 
reclamada recaiga en particulares, para la procedencia de la medida cautelar se debe aplicar supletoriamente 

el Código Federal de Procedimientos Civiles, como lo sostuvo la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 27/2009, de rubro: "MEDIDAS CAUTELARES. LAS 
PREVISTAS EN EL PRIMER PÁRRAFO, PRIMERA PARTE, DEL ARTÍCULO 166 DE LA LEY AGRARIA, SE 
RIGEN POR EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, DE APLICACIÓN SUPLETORIA.". 
Ahora bien, la medida precautoria se constituye en un derecho de una de las partes que le permite, en su 
caso, asegurar o conservar la materia del litigio, o bien evitar un grave e irreparable daño en el proceso 
cuando se obtiene sentencia favorable, de manera que persigue el efectivo cumplimiento de la obligación del 
deudor, lo que significa que no es constitutiva de algún derecho adicional ajeno al que es mot ivo de la 
controversia en la que deberá decidirse sobre la procedencia de su acción. Bajo esa línea de pensamiento, 
las medidas especiales determinadas por peligro o urgencia, son llamadas providencias o medidas 
precautorias, provisionales, cautelares o de conservación, porque se dictan con anterioridad a la declaración 

de la voluntad concreta de la ley que garantiza un bien, o antes de que se lleve a cabo su actuación, como 
garantía de ésta, y varían según la diversa naturaleza del bien que se pretende pro teger. A partir de las 
anteriores premisas, una medida provisional o providencia cautelar, responde a la necesidad efectiva y actual 
de alejar el temor de un daño jurídico; si este daño es o no en realidad inminente y jurídico, resultará la 
declaración definitiva, lo que hace necesario distinguir su justificación actual, es decir, frente a las apariencias 
del momento, que sólo se pueden conocer por medio de las constancias exhibidas y las manifestaciones de 
los solicitantes. Luego, para otorgar una providencia cautelar se requiere que se logre una efectiva voluntad 
de la ley, pues la acción aseguradora, en sí misma, es una acción provisional para proteger o velar un 
derecho, que no obstante en juicio aún no se declara, puede otorgarse a favor del actor una v ez dirimida la 
litis. Asimismo, tiene como finalidad principal garantizar la eficacia de la sentencia que se dicte o evitar que 

en el curso del procedimiento se alteren o destruyan las cosas o se verifiquen situaciones similares a las que 
dieron origen a la contienda, adelantando provisionalmente los efectos de la sentencia. En ese orden de 
ideas, si de las prestaciones demandadas por la parte actora en un juicio agrario, diáfanamente se aprecia 
que el reclamo enarbolado radica en la acción de pago de una indemnización por expropiación, derivada del 
incumplimiento de un convenio de ocupación previa celebrado con la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, no así la cancelación o rescisión del convenio, la restitución del predio, o alguna acción similar, 
la medida cautelar peticionada por la parte actora, consistente en suspender la obra pública derivada del 
citado convenio, no encuentra razonable justificación para ser concedida, al tener presente que dicha medida 
es factible que se otorgue, siempre que represente cierta certeza hacia el peticionario de asegurar un 
cumplimiento eficaz respecto de la ejecución de la sentencia que, en su caso, se llegare a dictar en el juicio 

principal. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Publicadas el viernes 28 de agosto de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022053  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2020 10:36 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VIII.1o.C.T.5 K (10a.)  
 
LEGITIMACIÓN O PERSONERÍA. LA FALTA DE ÉSTA NO CONDUCE AL DESECHAMIENTO DE LA 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO, CUANDO EXISTE LA POSIBILIDAD DE QUE EL ACTO 
RECLAMADO AFECTE A MENORES DE EDAD Y/O INCAPACES, ASÍ COMO AL ORDEN Y 
DESARROLLO DE LA FAMILIA. 

 
El artículo 79, fracción II, de la Ley de Amparo, establece que la autoridad que conozca del juicio de 
amparo deberá suplir la deficiencia de la queja a favor de los menores o incapaces, o en aquellos casos 
en los que se afecte el orden y desarrollo de la familia, motivo por el cual, el error o negligencia por parte 
de quien suscriba la demanda, en cuanto a la legitimación o personería, no puede tener la consecuencia 
de dejarlos inauditos, pues los tribunales federales, atendiendo a la institución jurídica de la suplencia 
de la queja, deben permitir que se integre la relación jurídica procesal, por conducto de una adecuada 
representación, para así garantizar el acceso efectivo a la justicia y defensa de los derechos que 
representa la familia y, en especial, los menores de edad, motivo por el cual cuando en una demanda 
de amparo directo se advierte la posible afectación a los derechos de un menor de edad, o incluso al 
orden y desarrollo de la familia, no procede decretar su desechamiento en el auto inicial por falta de 
legitimación o personería, sino que se debe requerir a la parte quejosa a efecto de que manifieste si 
hace propia la demanda de amparo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022052  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2020 10:36 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: IX.2o.C.A.10 C (10a.)  
 
JUICIO HIPOTECARIO CIVIL. LA VISTA AL ACTOR CON LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 481.4 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL 
ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, INCLUYE EL DERECHO DE ALEGAR Y EL DE APORTAR 
PRUEBAS PARA DESVIRTUAR LAS EXCEPCIONES DEL DEMANDADO. 

 
La vista conferida al actor con las excepciones opuestas por el demandado en los juicios hipotecarios, 
es para otorgarle el derecho de contradicción respecto a los hechos expresados en la contestación de 
demanda, así como para aportar las pruebas que desvirtúen los extremos en los que se funden las 
excepciones y defensas, toda vez que sobre éstas el actor no tenía la posibilidad de expresar lo 
conducente en su demanda, ni podía ofrecerlas contra esos hechos, si se considera que la materia de 
la prueba está condicionada por los hechos afirmados en la contestación. Esta interpretación es acorde 
con el derecho humano al debido proceso, por más que el legislador establezca que la vista en comento 
se circunscribe a que el actor manifieste lo que a su derecho convenga, puesto que éste no se encuentra 
en condiciones de saber a cuáles hechos se va a referir el demandado en su contestación, sino hasta 
que ésta se produce en el juicio; de manera que si se trata de hechos introducidos a la litis con 
posterioridad a la intervención ordinaria del accionante en la conformación de la materia litigiosa, es 
necesario que se respete en su favor el derecho de contradicción. La interpretación precedente no 
implica reconocer que el actor pueda subsanar las omisiones en que hubiere incurrido en su demanda, 
es decir, para expresar los hechos que debió manifestar desde ese escrito, ni para exhibir pruebas que 
debía presentar desde entonces pues, de ser así, el órgano jurisdiccional debe desecharlas, ya que en 
tal caso los hechos y pruebas se habrían introducido al juicio en contravención a las reglas procesales 
y generando un desequilibrio procesal entre las partes. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL NOVENO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022051  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2020 10:36 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: XXXI.12 L (10a.)  
 
EMBARAZO AL MOMENTO DE LA RENUNCIA. SE ACREDITA CON LA ACEPTACIÓN TÁCITA DE 
LA PATRONAL. 

 
El embarazo de la trabajadora, al momento de la renuncia, se acredita con la aceptación tácita de la 
patronal, si ante la afirmación de la actora de que estaba embarazada al momento de la firma de la 
renuncia y de que fue obligada o coaccionada para esa firma para no cubrir sus derechos de maternidad, 
la patronal demandada únicamente afirma que su renuncia fue voluntaria, pues la actora no dijo que 
hubiera sido obligada o coaccionada para firmar la renuncia, por lo que es falso que hubiera sido 
despedida por estar embarazada. Por tanto, si la demandada en su escrito de contestación, y en la 
audiencia del juicio en su etapa de demanda y excepciones, no controvierte el estado de embarazo al 
momento de renunciar la actora, sino que en ese punto se condujo con silencio y evasivas, se trata de 
un hecho admitido por falta de controversia, sin que admita prueba en contrario, en términos del artículo 
878, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 1 de mayo de 2019, que en lo conducente 
dispone que el silencio y las evasivas del patrón harán que se tengan por admitidos aquellos hechos 
sobre los que no se suscite controversia, y no podrá admitirse prueba en contrario. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022050  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2020 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXIV/2020 (10a.)  
 
DERECHO DE ASESORÍA. LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS DEL DELITO DE DESAPARICIÓN 
FORZADA PUEDEN AUTORIZAR A QUIENES SE DEDIQUEN A LA PROTECCIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS PARA AUXILIARLAS EN EL PROCESO Y ACCEDER A LA CARPETA DE 
INVESTIGACIÓN CORRESPONDIENTE. 

 
Hechos: La representante y asesora jurídica de la madre de un migrante desaparecido promovió amparo 

con el fin de combatir la negativa de los agentes del Ministerio Público de la Federación para autorizar 
la consulta de las carpetas de investigación a las personas que fueron expresamente facultadas para 
ese efecto. En la sentencia constitucional se indicó que la autoridad había negado el acceso a la carpeta 
de investigación a los activistas autorizados por no ser parte del procedimiento penal, pero no se hizo 
pronunciamiento alguno respecto del argumento relativo a que debía llevarse a cabo una interpretación 
en sentido amplio del derecho a la coadyuvancia y a estar debidamente informado del contenido de la 
investigación, contenidos en el artículo 20, apartado C, fracciones I y II, de la Ley Fundamental, para 
favorecer en mayor medida los derechos de las víctimas.  
 
Criterio jurídico: Cuando las víctimas u ofendidos del delito de desaparición forzada consideren 

necesario que alguien que esté especializado y se dedique a la protección de derechos humanos les 
brinde asesoría y acompañamiento en ámbitos distintos al estrictamente jurídico, la autoridad judicial 
deberá reconocerles este carácter y permitirles acceder de manera directa a la información que obre en 
las carpetas de investigación respectivas, para lo cual, será condición indispensable que se les autorice 
de forma expresa con el nombre y datos mínimos que resulten relevantes para acreditar dicha 
circunstancia y, además, observen las obligaciones de reserva y secrecía previstas en la normativa 
aplicable, a la cual tendrán que sujetarse.  
 
Justificación: El artículo 20, apartado C, fracciones I y II, de la Ley Fundamental reconoce que, dentro 

del proceso penal acusatorio, las víctimas u ofendidos cuentan con una serie de derechos encaminados 
a garantizar que tengan una participación más activa dentro de éste, entre los que se encuentra el de 
asesoría. Sobre el particular, es importante destacar que las disposiciones aplicables del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, la Ley General de Víctimas y los Principios Rectores para la 
Búsqueda de Personas Desaparecidas del Comité contra la Desaparición Forzada de la Organización 
de las Naciones Unidas ponen de relieve que, en los casos que involucran a personas desaparec idas, 
la asesoría de las víctimas no se agota en una dimensión técnica jurídica, sino que debe entenderse en 
términos complejos o multidisciplinarios para poder garantizarles, en todo momento, una atención 
integral, connatural a la labor de asistencia, orientación y acompañamiento que comprende este derecho. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022049  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2020 10:36 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.11o.T.43 L (10a.)  
 
CHOFER EN UNA DEPENDENCIA PÚBLICA. NO TIENE LA NATURALEZA DE TRABAJADOR DE 
CONFIANZA CUANDO SE ENCUENTRA ASIGNADO A TRANSPORTAR EN GENERAL A 
SERVIDORES PÚBLICOS DIVERSOS A LOS DE ALTO NIVEL. 
 

Es verdad que debe considerarse como trabajador de confianza a un chofer asignado a un servidor 
público de alto nivel, en el que descansa la mayor responsabilidad de la dependencia, pues atendiendo 
a las funciones que realiza tiene bajo su responsabilidad la vida e integridad física del funcionario, se da 
cuenta de los lugares y personas que visita, del horario en que distribuye sus actividades, de las 
personas que lo acompañan a determinados actos, y escucha, inclusive, las conversaciones que tienen 
lugar entre éste y sus acompañantes dentro del vehículo; sin embargo, cuando el chofer o conductor 
traslada habitualmente a personal diverso de la dependencia, no puede reputarse como un trabajador 
de confianza, al no prestar sus servicios directamente para algún servidor público de alto nivel; sin que 
el hecho de que deba inspeccionar el buen estado del vehículo, implique que lleva a cabo funciones de 
inspección a las que hace referencia el artículo 5o., fracción II, inciso b), de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, como actos de responsabilidad en representación de una 
dependencia, sobre legalidad y correcto funcionamiento a nivel de jefaturas y subjefaturas, en virtud de 
que la sola revisión técnica del vehículo no involucra ese tipo de atribuciones, sino que exclusivamente 
se trata de un ejercicio elemental de responsabilidad personal sobre el funcionamiento óptimo de su 
herramienta de trabajo. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 28 de agosto de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2022048  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2020 10:36 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XIV.P.A.6 A (10a.)  
 
COMPETENCIA POR MATERIA. ES IMPRORROGABLE Y AL APOYARSE EN NORMAS 
SUSTANTIVAS, NO PUEDE DEJARSE SU ELECCIÓN A LAS PARTES DE UN JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE YUCATÁN). 
 

Las Leyes Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y de Gobierno de los Municipios, ambas del 
Estado de Yucatán, en concordancia con el Reglamento de lo Contencioso Administrativo del Municipio 
de Mérida, prevén un sistema de justicia en materia de lo contencioso administrativo a cargo de órganos 
jurisdiccionales estatales y municipales con específica distribución de su competencia para conocer, 
dirimir y resolver controversias de ese tipo que se susciten entre los particulares y las autoridades de la 
administración pública municipal, cuando son afectados por un acto o una resolución con motivo de la 
prestación de un servicio o ejercicio de una función municipal. Por tanto, la manifestación del actor en el 
juicio contencioso que instó ante la potestad del Tribunal de Justicia Administrativa estatal, referente a 
que es su voluntad renunciar a la jurisdicción y competencia del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Municipio de Mérida, no otorga competencia al órgano estatal en cita, toda vez que 
no cabe la renuncia de jurisdicción, en tanto que no basta la intención de las partes para conferir 
competencia a un órgano jurisdiccional; lo contrario implicaría desconocer la distribución de 
competencias establecida por el Constituyente y desarrollada por el legislador, creando una prórroga de 
competencia no permitida con afectación al orden público establecido en la normatividad positiva. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO CUARTO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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COMPETENCIA POR MATERIA. EL AMPARO CONTRA NORMAS LEGALES RELACIONADAS CON 
ACTOS DE DESALOJO CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO Y TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO EN MATERIA CIVIL. 
 

Aun cuando el acto reclamado consista en la reforma al artículo 60 de la Ley Constitucional de Derechos 
Humanos y sus Garantías de la Ciudad de México, publicada en la Gaceta Oficial de la citada urbe el 
siete de junio de dos mil diecinueve, atribuido a una autoridad legislativa, como es el Congreso de la 
Ciudad de México y a una autoridad ejecutiva encargada de su publicación, Jefa de Gobierno de la citada 
ciudad, lo cierto es que debe considerarse de naturaleza civil, en tanto que se refiere al derecho de 
audiencia de las personas que sean sometidas a un acto de desalojo. Lo anterior, pues en la 
jurisprudencia 1a./J. 36/2019 (10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA PARA CONOCER DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CUANDO SE IMPUGNEN ACTOS U OMISIONES DE LAS 
AUTORIDADES DEL REGISTRO CIVIL RELACIONADOS CON EL ESTADO CIVIL DE LAS 
PERSONAS. CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL, CUANDO SE DÉ LA 
ESPECIALIZACIÓN.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación precisó que el acto 
reclamado debe analizarse en relación con las disposiciones que lo rigen, pues son las que determinan 
la materia y especialización del juicio de amparo; por tanto, si la norma reclamada versa sobre el derecho 
reconocido por el legislador local, para que ninguna persona pueda ser desalojada sin mandamiento 
judicial emitido de conformidad con las disposiciones constitucionales y legales aplicables al caso, siendo 
que tales actos de desalojo son propiamente dictados en asuntos del orden civil; por ende, se concluye 
que la competencia para conocer de éstos se surte en favor de los Juzgados de Distrito y Tribunales 
Colegiados de Circuito en materia civil. 
 
VIGÉSIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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OFRECIMIENTO DE TRABAJO. EL RECHAZO EXPRESO O TÁCITO DEL TRABAJADOR QUE 
EJERCIÓ LA ACCIÓN DE INDEMNIZACIÓN CONSTITUCIONAL HACE INNECESARIA SU 
CALIFICATIVA, POR LO QUE NO OPERA LA REVERSIÓN DE LA CARGA DE LA PRUEBA. 

 
El artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo concede al trabajador que considere injustificada la causa 
de rescisión de la relación laboral que, a su elección, ejercite la acción de reinstalación o solicite el pago 
de una indemnización, procediendo en ambos casos el pago de los salarios caídos; ahora bien, si el 
ofrecimiento de trabajo es una figura jurisprudencial, cuya naturaleza es la de una propuesta u oferta 
conciliatoria y aquél se tiene por no aceptado o es rechazado por quien solicitó el pago de la 
indemnización constitucional, entonces, si el interés constituye un elemento esencial de la acción, ello 
evidencia que la acción resarcitoria por la que optó es acorde con el rechazo del ofrecimiento de trabajo 
efectuado, en tanto que pone de manifiesto que el actor no tiene el ánimo de continuar con la relación 
laboral. Por tanto, es innecesaria la calificativa de dicho ofrecimiento pues, entre otros aspectos, aquélla 
toma en consideración que tal oferta revele la intención del patrón de continuar con la relación laboral y 
no sólo la de revertir la carga probatoria, lo cual, se opone a la voluntad del trabajador. En ese sentido, 
si el ofrecimiento de trabajo no constituye propiamente una excepción toda vez que no tiende a destruir 
la acción, por ende, el rechazo por parte de quien no tiene la intención de continuar con dicho vínculo, 
no puede tener el efecto de revertir la carga probatoria máxime que, en todo caso, el trabajador goza de 
la presunción de ser cierto el despido que alega, en consecuencia, corresponde al patrón la carga 
probatoria de desvirtuarlo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2020 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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